PUIGDELLIVOL, JOSE C/EDREIRA, DARIO  S/  Pago por consignación

                              Exp:66903 Jz 8

                              REG. SENT. DEF. N°: 164

Lomas de Zamora, a los 15 días de septiembre  de  2009, reunidos  en  Acuerdo  Ordinario los señores jueces que integran esta Excma. Cámara de Apelación en lo Civil  y Comercial, Sala I, de este Departamento Judicial, Dres. Rodolfo  Miguel Tabernero y Norberto Horacio Basile con la  presencia  del  Secretario  actuante,  se  trajo  a despacho, para dictar sentencia,  la  causa  n°  66903, caratulada: "PUIGDELLIVOL, JOSE C/ EDREIRA,  DARIO  S/  Pago  por  consignación".-  De   conformidad   con   lo dispuesto  por  los artículos 168 de la Constitución de la  Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil  y  Comercial, del mismo Estado, la Excma. Cámara resolvió plantear las siguientes:

                 -C U E S T I O N E S-

               1°.- ¿Es justa la sentencia dictada?

               2°.- ¿Qué corresponde decidir?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, £lt. parte, Cód. Proc.), dio el siguiente orden de votación: Dres. Basile y Tabernero.-

                   -V O T A C I O N-

A la primera cuestión el Dr. Basile dice:

               I.- El señor juez titular del juzgado de primera  instancia  en  lo  civil   y   comercial   N°8 departamental dictó sentencia a fs. 281/292 admitiendo, con  particularidades,  tanto la demanda promovida como la reconvención. Impuso las costas del  juicio  por  la escrituración a "Galsur SA" y por la reconvención en el orden causado.

               El pronunciamiento fue apelado a fs. 293 por  la  parte  actora  reconvenida,  a fs. 295 por los demandados  reconvinientes y a fs. 298 por la demandada "Galsur SA".

               Radicadas  las  presentes actuaciones en esta  Sala,  a  fs.  309/314  expresó agravios la parte actora  reconvenida,  a fs. 315/344 expresaron agravios los demandados reconvinientes y a fs.  345/347  expresó la demandada "Galsur SA". Corrido el  traslado  de  los agravios,  a  fs.  349/352  replicaron  los  demandados reconvinientes. 

               A fs. 353 se llamó la causa para  dictar sentencia por providencia que se encuentra consentida. 

               DE LOS AGRAVIOS

               II.- Se  agravia  la  parte  actora  del rechazo  de  la  consignación  por  cuanto entiende que corresponde  la  procedencia  de la misma pesificada en atención  a la mora en la que habría incurrido la parte demandada   por  no  realizar  a  tiempo  la  escritura traslativa,  asimismo entiende que no le son aplicables las  disposiciones  de las leyes de emergencia sobre el punto, así como tampoco la jurisprudencia imperante  en la materia.  Finalmente,  cuestiona  la  imposición  de costas por la reconvención. 

               Los    demandados    reconvinientes   se agravian del rechazo de los intereses, argumentando que el  reclamo  introducido  lleva  ínsito  el tema de los intereses.  Asimismo,  cuestionan  las  costas  por  la reconvención,  sosteniendo que siempre obraron de buena fe  y que, por lo tanto, no dieron lugar a la promoción del juicio.

               Finalmente,   la   demandada  Galsur  SA cuestiona la  imposición  de  costas  argumentando  que nunca  fue constituída en mora. Asimismo, cuestiona los alcances de la declaración de rebeldía a los efectos de la imposición de costas. 

               CONSIDERACION DE LAS QUEJAS

               III.- Inicialmente he  de  analizar  las quejas vertidas por el actor reconvenido en  cuanto  al rechazo de la consignación en atención al monto por  el cual se realizó. 

               Se  alza   contra   el   pronunciamiento reeditando  la  totalidad de los argumentos vertidos en ocasión  de  contestar  el  traslado de la reconvención incoada, sosteniendo la inaplicabilidad de la normativa de  emergencia  y  haciendo  hincapié en la mora de los demandados respecto a la obligación de escriturar. 

               Sin      embargo,      planteada      la inconstitucionalidad  de  la  normativa  de  emergencia dictada por los accionados, habré  de  ir  inicialmente sobre  el  punto,  desde que la actora apelante se alza argumentando   que   la   normativa  de  emergencia  es inaplicable debido a que los accionados se  encontraban en mora.

               En   consecuencia,   bajo  las  premisas señaladas,  y  aún  cuando  la posición de esta Sala es prístina  en  cuanto  se refiere a la validez de la Ley 25561  y  a  la  pesificación  invocadas,  existe   una solución concreta y específica al caso de autos, que es la referida a los requisitos que deben reunirse para la procedencia del pago por consignación.

               La resolución  que  ha  de  dictarse  en torno  a  la temática objeto del recurso, debe tener en cuenta los efectos particulares e  institucionales  que presenta el caso.

               En estos  supuestos,  la  decisión  debe fundarse en una razonable ponderación de los principios constitucionales   en   juego,   y   en   una  adecuada consideración  de  las   consecuencias   económicas   y sociales  de  la  decisión  que debe tomarse, ya que la finalidad  esencial  apunta  a  contribuir  con  la paz social. La verdadera misión que tiene  el  Tribunal  en casos  de  relevancia institucional, no es averiguar la verdad,  ni  practicar  silogismos,  sino  adoptar  una decisi¢n  que   permita   apaciguar   los   conflictos, fundándose  en  argumentos constitucionales razonables, verificables y  que  tengan  en  cuenta  los  consensos sociales vigentes en el momento de tomarla.

               Impecablemente efectúa el Magistrado  de la anterior instancia, una recorrida por  la  totalidad de las disposiciones dictadas  en  el  contexto  de  la emergencia económica, al mismo  tiempo  que  interpreta los alcances de misma y su recepci¢n jurisprudencial.

               He   de   agregar    simplemente,    que conjuntamente  con  los  preceptos  referidos,  es   de resaltar  que  las  leyes de emergencia que disponen la pesificación de las deudas pactadas en dólares  u  otra moneda extranjera rigen para el mercado interno, a  los fines de mantener el sinalagma contractual existente el momento de modificarse el régimen  monetario,  de  modo que  el  deudor  no se vea perjudicado con la disparada del  valor  del  d¢lar  o de otra divisa, y el acreedor enriquecido  sin  causa  en  igual medida y a costa del primero,  raz¢n por la cual lo que se toma en cuenta es el valor adquisitivo del crédito convertido a pesos  en el momento del pago y en nuestro mercado doméstico.

               La doctrina y jurisprudencia emanada  de anteriores   procesos  inflacionarios  y  devaluatorios sufridos  por  nuestro país distinguen dos supuestos de obligaciones  en moneda extranjera. Uno es el uso de la moneda  extranjera  como  "cláusula  de  ajuste"  o  de "estabilización",  entre  personas  o entidades locales cuya finalidad es la de procurarse un medio de mantener el valor de sus prestaciones. El otro uso se da  cuando la   moneda   extranjera   constituye  la  "moneda  del contrato", esto es, cuando la  divisa  representaba  el valor  que intrínsecamente las partes tuvieron en miras al contratar (CALZ Sala I Causa N° 63.979 Noviembre  de 2007 in re "Persano c/ Banco Río s/  Incumplimiento  de contrato y daños y perjuicios"). 

               Así, con fecha 8/11/2006, se sancionó la Ley 26.167 cuyo objeto ha sido aclarar e interpretar la aplicación  del  conjunto de la normativa de emergencia pública declarada por la Ley 25.561 sus modificatorias, complementarias, prórrogas y aclaratorias, inclusive la Ley  25.798, y establecer un procedimiento especial, en protección de los deudores de obligaciones de dar sumas de    dinero,   expresadas   en   origen   en   dólares estadounidenses.

               Así,  en  su art. 1 inc. a) se contempla la  situación  del deudor, quien pretende la aplicación de la paridad cambiaria de un peso por  cada  un  d¢lar estadounidense y propicia  la  aplicación  del  Decreto 214/2002.

               He  de decir que está fuera de discusión que  los  derechos  que el contrato acuerda al acreedor constituyen su propiedad, como  los  demás  bienes  que forman  su patrimonio y se hallan tutelados por el art. 17 de la Constitución Nacional.

               Ahora   bien,   es  cierto  que  nuestro ordenamiento jurídico no  reconoce,  la  existencia  de derechos  absolutos  sino  limitados  por las leyes que reglamentan su ejercicio, en la forma y  extensión  que el  Congreso,  en  uso  de  sus  facultades propias, lo estime conveniente  a  fin  de  asegurar  el  bienestar general,  con la única condición de no alterarlos en su substancia (Fallos: 130:360; 172:21; 249: 252; 257:275; 262:205;  283:98; 300:700; 303:1185; 305:831; 308:1631; 310:1045; 311:1132 y 1565; 314:225 y  1376;  315:952  y 1190;  316:188;  319:1165;  320:196; 321:3542; 322:215; 325: 11, entre muchos otros).

               Sin dejar  de  tener  en  cuenta  dichas pautas, cabe expresar que no hay duda de que al  forzar al acreedor a recibir una moneda distinta a la pactada, las  normas  de  emergencia  no  sólo  han  alterado el principio de autonomía de la voluntad  (art.  1197  del Código  Civil)  y  distintas reglas concernientes a las obligaciones  y  contratos  (arts.  617, 619, 740, 742, 2240,  2245,  2250  y 2252 del código citado), sino que también   han   impuesto   restricciones   a   derechos individuales de raíz constitucional, como  son  los  de contratar y de propiedad consagrados en los arts. 14  y 17 de la Ley Fundamental.

               Consecuentemente, he de ir  entonces,  a los alcances  de  la  consignación.  Se  trata  de  una excepcional manera de efectuar el  pago,  que  requiere para su prodecencia la prueba no solo de la resistencia del  acreedor,  sino  la  falta de justificación de esa conducta.

               La pretensión de la actora respecto a la recepción por parte del  accionado,  del  saldo  de  la compraventa  en pesos a valores nominales oportunamente pactados en dólares, y la normativa que a  consecuencia de la emergencia econ¢mica se fue dictando, constituyen un impedimento para el progreso de la consignación  tal como se trae.

               En principio, he de referir que coincido con el Sr. Juez de la anterior instancia con relaci¢n a la no concurrencia de los  principios  de  identidad  e integridad, es decir, la falta de coincidencia entre lo debido y lo ofrecido.

               El acreedor justifica su conducta en  la falta  de  obligación que le asiste, respecto a recibir algo distinto de lo debido.

               Y el deudor justifica su conducta con el acatamiento de la normativa que lo beneficia.

               Corresponde   entonces,  a  la  luz  del proceso   de   consignación   intentado,   examinar  el conflicto de intereses  planteado  entre  acreedores  y deudores en moneda extranjera, ello  aclarando  que  no puede estarse a la literalidad de lo pactado cuando  la prestación, según las nuevas disposiciones legales,  se ha  tornado  excesivamente  onerosa  para  uno  de  los contratantes.

               Es   preciso  destacar  también  que  la protección que  el  régimen  implementado  establece  a favor de los deudores por la inusitada magnitud  de  la devaluación, no podría consistir en trasladar sobre las espaldas  de  los  acreedores  las  consecuencias   del desequilibrio que se pretende  subsanar,  pues  de  esa manera  se  habría  beneficiado a una parte mediante el sencillo  e  inequitativo expediente de crear una nueva situación "excesivamente onerosa" (doctrina de  Fallos: 315:1161).

               También  avalado  por  la  normativa  de emergencia,  el  accionado se encontraba en condiciones de repeler la consignación del modo en que lo hizo.

               Ello es así por  cuanto  el  régimen  de emergencia no impuso una pesificación definitiva  según la  paridad  allí  establecida  (un  peso  por  cada un dólar), puesto que ha contemplado la posibilidad de que la parte que se considera perjudicada por  este  método de  ajuste, pueda solicitar la recomposición equitativa de las prestaciones del otro contratante.

               Porque va de suyo  que  consignadas  las sumas   en   pesos   a   valores   nominales   pactados originariamente  en  dólares  estadounidenses,  sabe el actor que asiste al accionado el derecho a pretender en contra.

               Y  cuando el solvens pretende obtener su liberación, extinguiendo la obligación mediante el pago por  consignacion, aún atendiendo a la normativa en que la misma se funda, nace para el accipiens el derecho no ya  a  reclamar  dólares como moneda de pago, pero si a pretender el equivalente para adquirirlos.

               Por todo  cuanto  se  viene  exponiendo, adelanto  que  la solución que se ha dado al caso en la anterior  instancia,  es  a mi criterio justa, y guarda relaci¢n con lo que desde su anterior integraci¢n viene sosteniendo esta misma Sala I  (CALZ  RSD  58/04  entre muchas otras).

               En  diversas ocasiones hubo de expedirse esta Alzada , y en casos como el que se trae,  resolvi¢ aplicar la doctrina del  "esfuerzo  compartido"  a  las obligaciones  nacidas  antes  del  6 de enero de 2002 y cuyos  efectos  debían  aplicarse  con   posterioridad, merituando  la  mora  antes  o  despu‚s de esa fecha de inflexión (CALZ Sala I RSD 190/02; 555/04; 221/06 98/07 y 287/07 entre otros).

               Como  juez  de  primer  voto,   (in   re "Labeque, Claudia c/Barrere, Pablo s/D. Y Perj.", Causa 57.684,  23-XII-03,  Reg.  Sent.  Def.  544)  hube   de resolver  cuesti¢n  similar  a  la   del   sub-examine; expresando en aquella ocasi¢n, que: "Sea que  se  trate de  tiempos  de  normalidad   o   de   emergencia,   la pesificaci¢n  de  las  deudas,  en  tanto  importa  una restricción de la situación patrimonial, que importa un detrimento  efectivo,  real y actual, impone una suerte de confiscación,  que  tropieza  con  la  garantía  que consagra el artículo 17 de la Constitución Nacional (en igual  sentido,  CNCiv.,  Sala  G, 16-IV-03, Diario "El Derecho", julio 11 de 2002, fallo 52.127).

               No es dudoso que el 6 de enero  de  2002 opera  como  un  indiscutido  punto  de inflexión en el normal  desarrollo  obligacional.  Si, como en el caso, las circunstancias  sobrevinientes  por  el  hecho  del príncipe sacudieron el contexto  en  que  se  generó  y desenvolvió   el   sinalagma   y  aniquiló  sus  bases, degradando  no  sólo  la  propiedad  del  acreedor sino también    empobreciendo    al    deudor    quien   vio repentinamente disminuir su capacidad de pago a límites que  eran  insospechados  al  tiempo  de  suscribir  el convenio,  los jueces están precisados a dar respuestas justas y equilibradas, echando  mano  a  los  distintos recursos que proporciona el derecho.  Es  decir,  deben tratar  de buscar el iustum concreto, porque el derecho sólo  se  concibe  como un sistema de justa solución de los conflictos (conf. Diez-Picazo, Luis,  "Experiencias jurídicas y teoría del Derecho", Barcelona, Ariel, pág. 240).

               Las  normas  imponen la necesidad de que todos  soporten equitativamente las consecuencias de la emergencia,  de  modo que nadie se beneficie a expensas de otro. Imaginar que en una grave  crisis  es  posible preservar inmutables las condiciones bajo las cuales se desenvuelve cada uno de  los  habitantes  es  no  tener sentido de la realidad. Y de ese sentido  no  se  puede carecer  si  realmente  se procura administrar justicia (Ratti  Eduardo  A.,  "La  conversión  a  pesos  de las obligaciones  nominadas  en dólares" Rev. La Ley del 8-XI-02).

               En tal sentido el abuso del derecho,  la equidad y el esfuerzo compartido  pueden  encontrar  un margen  de razonabilidad en el rango de diferencias tan abruptas como la existente entre el pago en  dólares  o la simple pesificación "uno a uno".

               En síntesis,  la  pesificación  responde tanto al derecho de propiedad  del  acreedor  como  del deudor y, en un país donde sólo tiene  curso  legal  la moneda  nacional  y  donde  la  devaluación  se produjo imprevistamente   por   acto  del  príncipe,  no  puede predicarse  el  derecho  de  una  sola  de  las  partes (Francisco Junyent Bas,  "Pesificación.  Los  contratos privados,  las  deudas  en  mora  y  la  teor¡a  de  la imprevisión  y  el  esfuerzo  compartido",  Diario  "El Derecho", mayo 22 de 2003).

               Y,  para  un  mayor abundamiento solo me resta decir  que  la  crisis  económica  que  afectó  a nuestro país en el período referenciado por la quejosa, existió  para  la  totalidad  de los habitantes de esta tierra,  y por ende, también afectó a los acreedores, y a  los  Jueces, todo ello am‚n de haberse tornado en un hecho de público y notorio conocimiento.

               En  esta  inteligencia  de   principios, habiendo analizado y merituado el plexo  probatorio  de autos,  conforme  las  reglas de la sana crítica, en mi concepto, corresponde desestimar el agravio contenido a este respecto en el recurso interpuesto por  la  actora apelante, ante lo cual, propongo confirmar el decisorio de origen.

               IV.-  Respecto  a  la  queja de la parte actora  referida a la forma de transmisión del contrato y los obligados a escriturar, es del caso  señalar  que la misma tampoco ha de ser receptada favorablemente. 

               Habiéndose  producido  en la negociación la  aceptación  por  parte  de la titular registral del inmueble Galsur SA de la cesión del  boleto,  solamente esta  última se encuentra legitimada para transmitir el dominio   y   otorgar   la   correspondiente  escritura traslativa, por lo que no existen motivos para resolver de  manera distinta a la llevada a cabo en la sentencia en crisis. 

               Por otro lado, no se me escapa que quien recurre  ha  realizado  una transcripción parcial de la sentencia en la cual se ha producido una interpretaci¢n parcial  a  su  parte,  sin  atenerse  a  los  términos literales de la misma. 

               V.-   Es   motivo   de  agravio  de  los demandados  reconvinientes  la  falta  de  fijación  de intereses en la sentencia. Sostienen que el reclamo  de éstos  se encuentra ínsito en la pretensión esgrimida y que, a  mayor  abundamiento,  fue  motivo  de  especial consideración  en  las   audiencias   de   conciliación practicadas en la causa. 

               Si  el  rubro intereses no fue objeto de petición  en  la  demanda,  no  puede  condenarse  a la accionada  a  cumplir  una obligación que no fue motivo del juicio; de lo contrario se afectaría  al  principio de  congruencia,  en  su  vinculación con el derecho de defensa en juicio (SCBA, Ac 44911  S  9-6-1992,  in  re "Benedetti, Omar N. c/ Di Filippo, Mario B. y otros  s/ Disol. Soc., liquidaci¢n y rendici¢n de cuentas" en AyS 1992  II,  344;  SCBA,  Ac  47465  S  8-6-1993,  in  re "Schmidt, Francisco Carlos y otra c/ Saisi, Amanda Iris s/ Resoluci¢n de contrato. Da¤os y perjuicios" en  DJBA 145, 11; SCBA, Ac 41765 S 6-9-1994, in re "Lozano, Ra£l F.  y  otros  c/ Autoplat S.A.C.I. s/ Ordinario" en AyS 1994  III,  554;  SCBA,  AC  69734  S  14-3-2001, in re "Ciresa Viuda de Cervetto, Amalia  y  otros  c/  Soria, V¡ctor y ots. s/ Da¤os y perjuicios" en DJBA 160,  160; SCBA, Ac 84919 S 3-3-2004, in re "Martinez,  Emilio  c/ Morante,  V¡ctor Oscar. s/ Rendici¢n de cuentas"; SCBA, C 102887 S 15-4-2009, in re "Blotta, Maria y  otros  c/ Puchetta, Waldo y otro s/ Reivindicaci¢n").

               Tiene   dicho  este  Tribunal  que  "Las cuestiones que en su mayoría se traen  a  esta  Alzada, nunca  fueron  propuestas  en  la  instancia de origen, resultando vedado al Tribunal su tratamiento  (artículo 272  Código  Procesal).  Porque  el  Tribunal  no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión  del Juez de primera instancia, quedando  así  vedado  a  la Cámara tratar argumentos no propuestos en los  escritos introductivos    de    la   demanda,   contestación   o reconvención en su  caso,  precisamente,  porque  a  la demanda  de  la  nueva  propuesta le faltaría el primer grado  de jurisdicción. En consecuencia la expresión de agravios   no   es   la   vía  para  introducir  nuevos planteamientos  o defensas que debieron deducirse en el correspondiente   estadio    procesal    (esta    Sala, Causa:62366  RSD-257-6  S  14-9-2006,  in  re  "Araujo, Agueda c/ Doncelom S.C. s/ Cumplimiento  de  contrato"; causa:64104  RSD:366/07  S  23/10/2007  in  re   "Cai¤o c/Solis s/Reivindicaci¢n").

               No existe tampoco constancia  que  dicho tema   haya   sido   tratado   en   las  audiencias  de conciliación  que  se tomaron en la causa, pero, si así hubiera  sido,  en  nada  hubiera cambiado la cuestión, toda   vez  que  es  ese  el  momento  para  introducir pretensiones en el  pleito,  etapa  que  se  encontraba precluída. 

               En consecuencia, no corresponde  acceder a  la queja traída y, por lo tanto, propongo al Acuerdo confirmar la sentencia en  cuanto  al  rechazo  de  los intereses. 

               VI.-  Tanto el actor como los demandados reconvinientes  se  agravian de la imposición de costas por su orden en la instancia originaria. 

               Es dable recordar  que  las  costas,  no revisten el carácter de "pena"  que  le  asignaban  las Leyes de Partidas, sino el de una "indemnización"debida al vencedor, de los gastos que al obligado a litigar le ha ocasionado su oponente. Se sigue así el  pensamiento de Chiovenda al consagrar  la  teoría  objetiva  de  la condena. En otras palabras, las costas son  erogaciones que  necesariamente deben hacer los sujetos del proceso para  obtener  la  actuación  de  la  ley  mediante  la resolución   judicial   que  pretenden  (Chiovenda.  La Condena  en  Costas,  Madrid  1928  pag.  232; Podetti. Tratado  de los Actos Procesales, pag. 101, N°30 SCBA A y S, vol. 3, pág. 255).

               Como  consecuencia  de  lo  expuesto, se imponen con prescindencia de la buena  o  mala  fe  del vencido  o de su mucha o poca razón (DJBA Vol. 43, pág. 954. Vol. 45, pag. 606), simplemente,  atendiéndose  al principio objetivo de la derrota, consagrado por la ley adjetiva,  se  impone la condena en costas al perdidoso (art. 68 del C.P.C.C.).

               A mi entender, ha existido  en  el  caso objeto  de  esta   litis,   méritos   suficientes   que justifican  apartarse del principio arriba establecido, tal como  bien  refiere  el  Sr.  Juez  de  la  Primera Instancia.-

               Esta   Sala   I   -desde   su   anterior integración-, para casos similares al  presente,  tiene decidido que deben aplicarse las  costas  en  el  órden causado.  Ello  es así, ya que se viene manifestando en la jurisprudencia y la doctrina, diversos criterios  en torno a la temática en relación a la aplicación  de  la normativa de emergencia,  lo  cual  justifica  que  las costas de ambas instancias  se  impongan  como  quedara dicho  (arg.  y  doct. de los arts. 68 ap. 2° y 274 del CPCC  CALZ  Sala I RSD 555/04 del 16-12-04 entre muchas otras).

               En   tales  circunstancias  propongo  se confirme lo resuelto en la instancia de origen respecto a la imposición de costas en el órden  causado.  (arts. 68 inc. 2 y 273 del CPCC).

               VII.-    Finalmente,   se   agravia   la demandada Galsur SA de la imposici¢n de  costas  de  la acción  de  escrituración, argumentando que su parte no se encontraba en mora y que  no  dio  motivos  para  la promoci¢n del juicio. Argumenta, también, que no pueden extendársele  los efectos de la rebeldía decretada a la condena en costas por la acción.

               En cuanto a esta queja,  estimo  que  no existen motivos para apartarse del  principio  objetivo de  la derrota, ya que, sin perjuicio de los argumentos vertidos  por la parte demandada, lo cierto es que bien pudo haberse allanado a  la  acción  promovida  por  la parte actora y evitar así la condena en costas. Mas  no fue ese el temperamento seguido ya que no se presentó a estar a derecho y pretende ahora revertir esa situación desfavorable  respecto a la valoración de los dichos de la accionante (art. 60 y 68 CPCC). 

               En  consecuencia,  propongo  al  Acuerdo confirmar la sentencia en este punto.

               En virtud de estas consideraciones

                -VOTO POR LA AFIRMATIVA-

A la misma primera  cuestión,  el  Dr.  Tabernero,  por consideraciones   análogas,   TAMBIEN   VOTA   POR   LA AFIRMATIVA.-

A la segunda cuestión, el Dr. Basile dice:

               Visto  el  acuerdo  logrado al tratar la cuestión  que  antecede,   corresponde   confirmar   la sentencia apelada. Las costas de Alzada por  la  acci¢n reconvenida serán soportadas en el orden causado,  como fuera  adelantado  supra  y, en cuanto a escrituración, las  costas  de  Alzada habrán de ser soportadas por la demandada  vencida.  Los  honorarios  profesionales  se regularán en su oportunidad (Ley 8904). 

                     -ASI LO VOTO-

A  la  misma  segunda  cuestió0n,  el Dr. Tabernero, por compartir fundamentos, VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que termin¢ el Acuerdo dictándose la siguiente

                       SENTENCIA

               En  el  Acuerdo quedó establecido que la sentencia es justa y debe confirmarse.

               POR ELLO, CONSIDERACIONES del Acuerdo que antecede y CITAS LEGALES, confírmase  la  sentencia apelada. Costas de Alzada por la acción reconvenida  en el  orden  causado  y,  en  cuanto  a la escrituración, costas  de  Alzada a la demandada vencida. Difiérese la regulación  de   honorarios   profesionales   para   su oportunidad. Regístrese. Notifíquese. Devuélvase.-

